SENTENCIA NUMERO: DIECISEIS

En la ciudad de Córdoba, a los TRES días del mes de JUNIO de mil novecientos noventa y siete, siendo las once y treinta horas se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso-administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Aída Lucía Teresa Tarditti, Adán Luis Ferrer, y Berta Kaller Orchansky, bajo la presidencia de la primera a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "PELEGRIN, NESTOR FRANCISCO C/ PROVINCIA DE CORDOBA - CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - PLENA JURISDICCION - RECURSO DE APELACION" (Expte. letra "P" - Nro. 12, iniciado el seis de Octubre de mil novecientos noventa y cuatro), con motivo del recurso de apelación deducido por el representante de la parte actora (fs.73), en contra de la Sentencia Número Treinta y Nueve, dictada por la Cámara Contencioso-administrativa de Primera Nominación, el día veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cuatro (fs. 58/72), la que resolviera: "I) Rechazar la demanda incoada por Nestor Pelegrin en contra de la Provincia de Córdoba, y declarar la legitimidad de los Decretos 3630/88 y 5503/88 del Poder Ejecutivo Provincial. II) Imponer las costas a la parte actora...", procediéndose a fijar las siguientes cuestiones a resolver:------------------------------------------------

PRIMERA CUESTION: ¿Es procedente el recurso de apelación planteado?-------------------------------------------------

SEGUNDA CUESTION: ¿Que pronunciamiento corresponde?--------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Señores Vocales votan en el orden siguiente: Doctores Aída Lucía Teresa Tarditti, Adán Luis Ferrer, y Berta Kaller Orchansky.-------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AIDA LUCIA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------


1.- A fs. 73 la parte actora deduce recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Treinta y nueve (fs. 58/72), dictada por la Cámara Contencioso-administrativa de Primera Nominación el día veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cuatro. Concedido el recurso libremente y en ambos efectos (fs. 78) se elevan los autos a este Tribunal (fs. 81).------------------------


Corrido traslado al apelante para que exprese agravios (fs. 84), éste lo evacua a fs. 85/88 solicitando se revoque el pronunciamiento del a-quo, con costas a la demandada en ambas instancias.------------------------------------------


En primer término, impugna el decisorio del Tribunal de mérito en cuanto consideró que el acto segregatorio que dispuso la cesantía del agente estaba suficientemente motivado.--------------------------------------------------


El apelante cuestiona la absoluta falta de fundamentación jurídica del acto administrativo, el cual sólo aludió a las disposiciones pertinentes del régimen policial, sin mencionar la norma violada por la supuesta falta cometida por el actor.-------------------------------


Argumenta que el fallo nada dice respecto de la base normativa que inspira tan severa sanción y postula que la Administración no puede disponer la cesantía por una falta disciplinaria "grave" (cita el art. 97 de la Ley 6702) ya que la misma procede frente a faltas "gravísimas".---------


Acusa que el Sentenciante ha omitido considerar la obligación de la Administración de fundar el acto en razón de existir dictámenes contradictorios.---------------------


En segundo término, critica el resolutorio en cuanto convalida un acto sancionatorio que se encuentra viciado en su motivación y agrega que el decisorio ha confirmado una sanción impuesta en contravención con el art. 97 de la Ley 6702, ya que si se trata de una falta grave no pudo válidamente disponerse la cesantía, puesto que el máximo de sanción aplicable era treinta días de arresto o veinte días de suspensión.---------------------------------------------


Como tercer agravio, acusa la violación del derecho de defensa por parte de la Administración, al momento de indagarlo, ya que no se puso en su conocimiento la comisión de una falta concreta, limitándose simplemente la instrucción a identificar las normas que podría haber violado, sin hacerle saber el hecho concreto que se le imputaba.--------------------------------------------------


Como cuarto agravio, critica el pronunciamiento en cuanto consideró correcta la tramitación del sumario el que lesiona igualmente el derecho de defensa, al permitir receptar las testimoniales sin la más mínima posibilidad de control por parte del actor.-------------------------------


Argumenta que el fallo no pudo valerse de la posibilidad que tenía el actor de solicitar la reiteración de la recepción de testimoniales, pues no es posible dispensar violaciones al derecho de defensa con ese argumento.-------------------------------------------------


Explica que no es quien ha visto violado su derecho quien debe solicitar su rectificación (art. 19 C.N.), sino que es la Administración la que debe resguardarlo.---------


Como quinto agravio, sostiene que la sentencia se limitó a tener por no acaecida la prescripción al considerar que todo trámite encaminado a señalar la existencia de una falta interrumpe la prescripción.--------


Razona que el descargo del actor fue el último trámite encaminado a señalar la existencia de la falta y que, en consecuencia, desde tal fecha debe computarse el plazo de prescripción.----------------------------------------------


Alega que toda la tramitación posterior al descargo no estuvo orientada al fin señalado, por lo que no goza de efecto interruptivo.---------------------------------------


Finalmente estima que el plazo de prescripción es de seis meses, teniendo en cuenta que al actor se le imputó una "falta grave", concluyendo entonces que al tiempo del dictado del acto sancionatorio la Administración había perdido tal potestad.--------------------------------------


En último término, se agravia por la imposición de costas, solicitando que las mismas sean impuestas por su orden en razón de mediar motivos suficientes para su eximición.-------------------------------------------------


Plantea la inconstitucionalidad del pronunciamiento recurrido y formula reserva del caso federal (art. 14 Ley 48).-------------------------------------------------------


2.- A fs. 89 se corre traslado del recurso deducido a la parte demandada, quien lo evacua en los términos que señala en su escrito de fs. 91/96, solicitando su rechazo y la confirmación de la sentencia recurrida, todo con costas. Plantea reserva del caso federal (art. 14 Ley 48).---------


3.- A fs. 97 se dicta el decreto de autos que, firme (fs. 98) deja la presente causa en estado de ser resuelta.-


4.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente deducido por parte legitimada, en contra de una sentencia definitiva dictada en primera instancia, razón por la cual corresponde su tratamiento (art. 43 y sgtes. C.M.C.A. y art. 1240 y sgtes. anterior C.P.C., aplicable por remisión art. 13 C.M.C.A).------------------------------------------


5.- La sentencia de primera instancia contiene una adecuada relación de causa, la que debe tenerse por reproducida en el presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración.-----------------------------------


6.- En demanda el accionante invocando que le asiste el derecho subjetivo de carácter administrativo a la estabilidad del empleado policial, impugna la validez del Decreto Nro. 3630 dictado por el P.E.P. el cuatro de Julio de mil novecientos ochenta y ocho (fs. 1/2) que dispuso su cesantía y de su confirmatorio Decreto Nro. 5503 del seis de septiembre de mil novecientos ochenta y ocho (fs. 6/6vta.), solicitando se ordene su reincorporación al cargo que desempeñaba, con el reconocimiento de su antigüedad, los ascensos que le correspondiere y el pago de los haberes caídos.----------------------------------------------------


La Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, mediante Sentencia Número treinta y nueve de fecha veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cuatro resolvió a favor de la regularidad del procedimiento administrativo que culminó con el dictado del acto que dispuso la cesantía, rechazando la demanda incoada, con costas.----------------------------------------------------


En contra de esta resolución alza su impugnación el accionante por los motivos que han sido reseñados en el punto 1.- del presente decisorio.--------------------------


7.- A los fines de un adecuado tratamiento de la materia en debate corresponde analizar en primer término las objeciones vinculadas al rechazo por el Tribunal de mérito del planteo relativo a la prescripción de la potestad sancionatoria, para lo cual resulta necesario efectuar las siguientes consideraciones previas.-----------


El instituto de la prescripción de la acción disciplinaria, que debe ser tenido en cuenta en todo procedimiento tendiente a sancionar a un agente público, consiste en el no ejercicio por parte de la Administración de la potestad sancionatoria que le compete, durante el transcurso de un tiempo legalmente determinado, al término del cual, se extingue dicha prerrogativa estatal. Su finalidad se orienta hacia la tutela de la seguridad jurídica y, en especial, tiende a superar el estado de incertidumbre que se cierne en torno a la situación jurídica de quienes han sido imputados por una conducta supuestamente antijurídica.--------------------------------


8.- La legislación aplicable en el sub lite -Ley 6702- en virtud de tratarse de la cesantía dispuesta a un agente policial, distingue los plazos de prescripción de la acción disciplinaria en tres meses, seis meses y un año, según se configure una falta leve, grave o gravísima, respectivamente (conf. art. 107 incs. "a", "b" y "c" Ley 6702).-----------------------------------------------------


De conformidad al art. 378 del Dec. Reg. 1061-A-62, dichos términos se computan a partir del día en que se produjo la comisión del hecho si fuese instantáneo, o desde que cesó de cometerse si fuese continuado.-----------------


Asimismo, la normativa reglamentaria establece en su art. 379 que "Los actos del procedimiento disciplinario interrumpen la prescripción de la acción entendiéndose a esos efectos como actos del procedimiento disciplinario, todo trámite encaminado a señalar la existencia de una falta, aún cuando no se haya iniciado sumario o información administrativa".-------------------------------------------


9.- El actor basa su posición defensiva en que según el fallo impugnado, la Administración le imputó la comisión de una falta "grave", razón por la cual estima que en la causa se ha operado la prescripción de la acción al vencer en exceso el término de seis meses que prevé el art. 107 de la Ley 6702, computado desde la comisión de la falta (veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y siete) y hasta el dictado del acto sancionatorio (cuatro de julio de mil novecientos ochenta y nueve) (cfr. fs. 1/2).-----------


Sin explicitar razones que lo respalden, el recurrente afirma que toda la tramitación posterior al descargo del actor no estaba encaminada a señalar la existencia de la falta, motivo por el cual no han mediado actos de trámite con efectos interruptivos del plazo de prescripción, extinguiéndose así la acción sancionatoria.----------------


10.- A los fines de verificar el acierto de la tesis sustentada por el recurrente, se impone como necesario efectuar un análisis de las actuaciones administrativas en las que se investigaron los hechos configurativos de la falta imputada al agente (Expte. IV-1274 agregado como folio único Nro. 2 al Expte. Adm. 0002-06483/88, el que fuera agregado como folio único 6 al Expte. 0222-29.414/88), y que fueron ofrecidas como prueba por ambas partes (cfr. fs. 30 y 40 Expte. judicial).-----------------


En particular corresponde reparar en el encuadramiento legal que de dicha conducta efectuó la Administración al momento de resolver en forma definitiva. Tal cuestión resulta dirimente pues condiciona la legitimidad del ejercicio de la potestad sancionatoria frente al instituto de la prescripción receptado en el art. 107 de la Ley 6072, cuyos plazos -tal como he destacado precedentemente- se establecen en función de la "gravedad" de la falta cometida.--------------------------------------------------


En ese orden, de la simple lectura del Decreto Nro. 3630/88 (fol. 7 y vta. expte. cit.) en el que se dispuso la "cesantía" del actor, surge claramente que la medida ordenada lo fue en virtud de haber sido encontrado responsable de una conducta indecorosa, que lesiona el buen nombre y prestigio de la Institución policial, subsumiendo tal conducta en las disposiciones del artículo 426 inc. 15 del Dec. Reg. 1061-"A"-62, esto es "falta gravísima".------


Es del caso puntualizar que el art. 426 del R.L.O.P., en sus distintos incisos, describe las infracciones que habilitan las más graves sanciones disciplinarias que pueden ser impuestas a los agentes policiales frente a la comisión de una infracción, esto es: exoneración, baja, suspensión hasta sesenta días o arresto hasta treinta días, a las que se añade la cesantía prevista en el art. 97 inc. "c" de la Ley 6702, y que en su totalidad configuran "faltas gravísimas".---------------------------------------


El encuadramiento legal efectuado por la Administración en el acto definitivo resulta coincidente con la subsunción provisional efectuada en las actuaciones administrativas precedentes (cfr. folios 25; 30vta.; 37vta.; 38; 39vta; 40; 41vta.; 43vta. Expte. IV-1274; fols. 5 y 6 Expte. 0002-06483/88).-------------------------------


Los expedientes analizados revelan que inmediatamente después de cometida la supuesta transgresión jurídico-administrativa, se labraron las correspondientes actuaciones penales y administrativas tendientes a su investigación y oportuna sanción (cfr. fol. 4 y sgtes. y 10 y sgtes. Expte. Adm. IV-1274).-----------------------------


En efecto, el veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y siete, se tomaron declaraciones testimoniales (fols. 4/6vta.; 10 y vta.; 12/14; 19) sucediéndose en el tiempo los distintos actos preparatorios de la voluntad administrativa definitiva (dictamen fol. 29/30vta.; vista de las actuaciones fol. 32; descargo fol. 34; dictámenes fols. 37/41vta.; notificación fol. 43 y vta. y dictámenes de fol. 4/6 Expte. 0002-06483/88) que culminaron con la emisión del acto segregatorio -Dec.Nro.- 3630/88 (cfr. fol. 7 Expte. Adm. Nro. 0002- 06483/88).------------------------


Tales actuaciones no han tenido otro objeto que determinar la participación del agente y su responsabilidad administrativa y, por tanto, poseen virtualidad suficiente para "interrumpir" el plazo de prescripción de la acción, el que tratándose de una sanción de "cesantía" es de un año (art. 107 inc. "c" en concordancia con el art. 97 inc. "c" Ley 6702).-------------------------------------------------


Por consiguiente corresponde desestimar el agravio del recurrente ya que en el sub lite no se ha configurado la inacción de la Administración necesaria para que opere la prescripción de la potestad disciplinaria, deviniendo por tanto inobjetables los argumentos esgrimidos por el a-quo, los que encuentran un sólido respaldo fáctico y normativo.-


11.- En orden a los agravios explicitados por el recurrente vinculados a los argumentos expuestos por el Sentenciante respecto de la debida motivación del acto segregatorio, es menester efectuar las siguientes consideraciones previas.-----------------------------------


El acto administrativo constituye una declaración de voluntad concreta, emanada de un órgano de la administración activa, en ejercicio de la función administrativa, y que necesariamente debe ser fundado.-----


La motivación del acto administrativo consiste, precisamente, en la exteriorización de las razones que justifican y fundamentan su emisión, comprendiendo en especial, la expresión de los antecedentes de hecho y de derecho que preceden y justifican su dictado, despejando con ello todo atisbo de arbitrariedad. Configura un elemento esencial que se erige como una garantía jurídica, y en especial, como una garantía de eficiencia de la acción administrativa.--------------------------------------------


Como destaca importante doctrina, la obligación de motivar los actos administrativos impone el examen de sus causas y finalidades y asegura así, al menos formalmente, que ese examen se efectúe excluyendo, o bien disminuyendo, la posibilidad de actos dictados en forma apresurada, sin basamento legal, o sin el análisis de la situaciones y factores que lo determinaron (conf. Escola, Héctor Jorge, "Tratado General de Procedimiento Administrativo", Edic. Depalma, 1975, pág.59 y ss.).------------------------------


En ese orden, la motivación constituye el único medio de acreditar la observancia regular de las obligaciones legales que fijan el límite de la competencia de los funcionarios y de las formas que deben guardar para evitar la arbitrariedad. Desde el punto de vista del administrado, lo expresado conlleva a una exigencia fundada en la idea de una mayor tutela de los derechos individuales, toda vez que de su cumplimiento depende que pueda conocer de un modo efectivo y expreso los antecedentes y razones que justifican la emisión de la voluntad administrativa.-------


12.- En el sub lite, el apelante discrepa con lo decidido por el Tribunal de mérito en el sentido que el acto segregatorio impugnado se encuentra suficientemente motivado (cfr. fs. 62vta./64 y 85/85vta.) y aduce una absoluta falta de fundamentación jurídica en tanto no se menciona qué norma ha sido violada por la supuesta infracción cometida por el actor, refiriéndose en el decisorio sólo a las "...disposiciones pertinentes del régimen policial".-----------------------------------------


El agravio así propuesto corresponde sea desestimado. Ello en virtud de las siguientes razones:------------------


a) En primer término, por cuanto el apelante insiste en esta instancia recursiva con la alegada deficiencia formal en la emisión de la voluntad administrativa, pero en el intento por revertir el decisorio impugnado prescinde de efectuar una réplica completa a las razones que determinaron al Judex a-quo a resolver en sentido favorable a la legitimidad de la actuación de la Administración, limitándose a calificar de dogmática la conclusión esencial propuesta por el Sentenciante (cfr. fs. 62vta./64 y 85/85vta.).------------------------------------------------


b) En segundo lugar, por cuanto de la sóla lectura del Dec. 3630/80 (fs. 1/2) advierto que el acto en cuestión contiene una clara indicación de las actuaciones administrativas que le sirvieron de antecedentes, relata la conducta antijurídica imputada al accionante y la norma infringida que habilita la sanción expulsiva, esto es el art. 426 inc. 15 del Dec. 1061-A-62.-----------------------


Ello confiere al acto una motivación suficiente, habida cuenta que la misma no exige una relación analítica o circunstanciada, bastando una relación sucinta, siempre que sea suficientemente ilustrativa, a lo que se añade que cuando la norma legal invocada es comprensiva de una situación fehacientemente comprobada, su mera referencia o cita, surte efectos de motivación, pudiendo concluirse que para que aquella sea idónea y eficaz, requiere que sea esclarecedora para poder apreciar con exactitud los motivos o causas que determinaron la emisión del acto.-------------


La circunstancia que, en el sub lite, la Administración haya sido "sucinta" en la explicitación de la motivación del acto cuestionado, no conlleva a un vicio invalidante por violación de las normas establecidas para su dictado (art. 104 Ley 6658), toda vez que las razones de hecho y de derecho invocadas resultan notoriamente comprensivas de la causa que determinó su emisión.---------


Las consideraciones vertidas por el Sentenciante en el sentido que si bien "...el acto sancionador es sintético en cuanto a la enunciación de las razones de hecho y de derecho, cumplimenta no obstante el prementado requisito de juridicidad..." (cfr. fs. 63vta.), en modo alguno adolecen del dogmatismo que aduce el recurrente. La conclusión esencial a la que ha arribado el Juzgador se enmarca dentro de las pautas de razonabilidad que deben observarse al someterse a verificación judicial la exigencia de una debida motivación, cuya concurrencia excluye la descalificación de la voluntad administrativa por ilegítima o arbitraria.----------------------------------------------


13.- En cuanto a la alegada omisión por parte del a-quo de considerar la obligación de la Administración de fundar el acto en razón de existir dictámenes contradictorios, resulta conducente puntualizar lo siguiente.-------------------------------------------------


En el proceso de formación de la voluntad administrativa, existen actos de la administración que no pueden ser considerados actos administrativos definitivos, por cuanto no producen efectos jurídicos directos e inmediatos respecto de terceros. Tales actos que pueden provenir de órganos consultivos no condicionan el sentido de la voluntad del ente responsable del dictado del acto, en tanto la ley no les atribuya carácter vinculante.-------


Así, los dictámenes que emanan de los cuerpos técnicos permanentes, constituyen opiniones legales que podrán o no ser objeto de seguimiento al momento de la producción del acto definitivo. Ello es así, en razón que la función administrativa "consultiva" es una actividad preparatoria de las resoluciones de los órganos activos de la Administración. Ellos tienen la tarea de emitir una opinión técnico-jurídica calificada sobre aspectos de mérito o sobre la legitimidad de la futura voluntad administrativa.-


En consecuencia, tales actos no expresan la voluntad del poder administrador, no resuelven, sino que integran una etapa previa de carácter consultivo-deliberativo dentro del íter procedimental de formación de la voluntad estatal. De lo que se deriva que cuando la ley no les confiere carácter vinculante, no condicionan el sentido de la decisión de quienes normativamente tienen la competencia para decidir, pudiendo por tanto prescindir del parecer contenido en el dictamen.----------------------------------


En esa tarea el órgano de decisión podrá apoyarse en razones propias, proveyendo al acto de una motivación autónoma que deberá ser congruente con las actuaciones precedentes, o bien podrá hacer suyo el criterio sugerido por el órgano de consulta, hipótesis en la cual el contenido del dictamen será obligatorio en virtud del acto administrativo que acoge sus fundamentos.------------------


En este orden de conceptos se enmarca el imperativo legal contenido en el art. 98 de la Ley 6658 -Procedimiento Administrativo-, cuando establece que todo acto administrativo final deberá ser motivado, y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho, cuando "...c) se separe del criterio seguido en actuaciones precedentes, o del dictamen de órganos consultivos".--------------------


De esta norma surge que en los supuestos en que la ley no obligue al seguimiento de la opinión emitida por el órgano de consulta, pueden presentarse las siguientes hipótesis: a) si el órgano de decisión se aparta del dictamen producido por el órgano de consulta, el primero debe proveer al acto de la motivación necesaria para que la voluntad administrativa pueda ser considerada válida; b) si el órgano de decisión comparte la opinión emitida por el asesor técnico, el primero podrá hacer suyo los fundamentos de hecho y de derecho explicitados por el órgano de consulta en tanto sean válidos y, en este caso, la remisión a lo allí actuado confiere a la voluntad administrativa de la debida motivación.--------------------------------------


14.- En el sub examen el apelante acusa que el a-quo ha omitido la obligación de la Administración de fundar el acto administrativo atento la existencia de dictámenes contradictorios.-------------------------------------------


Aduce que en algunos de ellos se propiciaba la aplicación de sanciones más leves y que al optar la demandada por la más severa debió consignar los motivos de tal apartamiento.------------------------------------------


El agravio así descripto corresponde sea rechazado. Ello en mérito a las siguientes razones:-------------------


a) De la lectura de las actuaciones administrativas se advierte que los dictámenes emitidos por los cuerpos permanentes de asesoramiento técnico que tuvieron intervención en la causa, difieren sólo en cuanto a la "entidad" de la sanción disciplinaria que debía aplicarse -correctiva o expulsiva- (cfr. fol. 30vta. Expte. IV-998; 35 ib.; fols. 37/43vta. Expte. IV-1274; fols. 4/5 Dictamen Dpto. Jurídico del Ministerio de Gobierno y fol. 6 Dictamen Fiscalía de Estado, Expte. 002-06483/88), pero no en cuanto a la participación del agente en los hechos incriminados y acreditados. De tal suerte, no se configura una hipótesis de "dictámenes contradictorios".---------------------------


b) En el Decreto 3630/88 tras explicitarse las circunstancias fácticas comprobadas, se sostuvo que correspondía aplicar al actor una condigna sanción por las graves faltas cometidas, refiriendo que "...la solución descripta es expresamente considerada por el Departamento Jurídico del Ministerio de Gobierno y por la Fiscalía de Estado en sus dictámenes Nros. 372/88 y 988/88, respectivamente, concluyendo que el Poder Ejecutivo debe proveer a la cesantía del agente..." (cfr. fs. 1).---------


Lo antedicho pone de manifiesto que el Organo Ejecutivo al imponer la sanción más severa graduó la entidad de la pena dentro de los porcentajes de discrecionalidad autorizados por el ordenamiento jurídico, compartiendo de ese modo la opinión vertida por los asesores técnicos pertenecientes a ese departamento de gobierno.--------------------------------------------------


En particular, el dictamen emitido por el Fiscal de Estado tiene especial valor jurídico desde que en el marco de la Ley Orgánica de Fiscalía de Estado -Ley Nro. 7854 y sus mod.-, dicho órgano dictamina preventivamente "...en los sumarios administrativos en que proceda imponer sanciones expulsivas que deban ser resueltas por el Poder Ejecutivo" (art. 11, inc. "a", apart.5), constituyendo su informe la "...última etapa jurídica del procedimiento administrativo..." (art. 12 ib.).--------------------------


De lo expuesto concluyo que la mención singular que en el "considerando" del acto segregatorio se efectúa respecto de dicha actividad preparatoria de la voluntad administrativa definitiva, satisface las exigencias que la debida motivación imponía al órgano de decisión, y por tanto, priva de todo sustento y posibilidades de éxito a las objeciones esgrimidas por el recurrente.---------------


15.- En orden al agravio esgrimido por el recurrente fundado en la violación del derecho de defensa, la cual se configuraría por una pretendida nulidad de la declaración indagatoria al no haberse indicado en forma concreta la falta cometida y su encuadramiento legal, es dable precisar lo siguiente.----------------------------------------------


La vigencia efectiva del derecho de defensa tutelado en los arts. 19.9 y 23.13 de la Constitución Provincial, en el art. 18 de la Ley Fundamental de la Nación y en el art. 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica, exige inexcusablemente el conocimiento de la acusación, la que deberá formularse dando detalles de los hechos considerados punibles y de la participación del agente en ellos.--------


Esta garantía impone como requisito de insoslayable observancia que en todo trámite destinado a comprobar la existencia de una falta administrativa, el poder administrador respete el derecho del ciudadano a ser oído, a ofrecer y producir pruebas y obtener una decisión fundada.---------------------------------------------------


La misma contiene un aspecto sustantivo que conlleva a que no se lesione indebidamente cierta dosis de libertad jurídica presupuesta como intangible para el individuo en el Estado de Derecho (conf. Linares, Francisco, "Razonabilidad de las leyes", Astrea, Bs. As., 1970, pág. 11 y ss.).-------------------------------------------------


En ese marco de cobertura, la declaración indagatoria constituye un acto esencial del ejercicio del derecho defensa, para el cual es imprescindible que se conozca en forma clara y precisa cuál es la conducta imputada, la que debe hallarse debidamente individualizada en sus particulares circunstancias de tiempo, modo, lugar y persona (conf. T.S.J. Sala Cont.-adm., Sent. Nro. 11 del 04-04-97 "Vázquez, Pedro...").-----------------------------


La observancia de dicho postulado por parte del poder administrador configura un presupuesto de legalidad de las resoluciones administrativas, coadyuva a la eficacia y garantiza la colaboración de los ciudadanos con la Administración en el logro del interés general (conf. Martínez, Patricia R., "Debido proceso en el procedimiento administrativo", J.A. 1985-IV, pág. 790 y sgtes.).---------


Ahora bien, esta garantía no constituye una formalidad vacía de contenido, su transgresión exige un real menoscabo de las facultades acordadas a los particulares que impidan materialmente, la posibilidad de dar las razones y demostrar su inocencia.------------------------------------


Este presupuesto no se satisface cuando quien invoca una violación, no indica las defensas o pruebas de que se habría visto privado a consecuencia del trámite impuesto a la causa, y que de haber sido meritadas habrían tenido eficacia para revertir el sentido de la voluntad administrativa.--------------------------------------------


16.- En el bajo examen, si bien es cierto que la declaración indagatoria receptada en el procedimiento administrativo (fol. 25 expte. cit.) no contiene una descripción detallada de la conducta imputada, limitándose la Administración a poner en conocimiento del actor cada una de las normas supuestamente infringidas, sin embargo esta deficiencia no importa en el caso una restricción al ejercicio del derecho de defensa por parte del accionante.-


Ello es así por cuanto de las constancias acreditadas de la causa surge sin lugar a dudas interpretativas que el actor tenía pleno conocimiento de las circunstancias fácticas que pusieron en práctica el ejercicio de la potestad sancionatoria por parte de la demandada.----------


Así, verbigracia, las expresiones vertidas por el Sr. Pelegrin en la declaratoria rendida en el sumario de prevención policial (fol. 16/16vta.) en la que con fecha veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y siete declaró "Que en la víspera concurrió a un baile del Estadio Jardín, haciéndolo en compañía de otros amigos, con los cuales posteriormente ingirió algunas bebidas alcohólicas (ginebra con Coca-Cola) y en razón de no estar acostumbrado a hacerlo, dichas bebidas le hicieron mucho mal a tal punto que perdió la noción de sus actos...", a lo que se suma el descargo formulado por escrito en el cual sin controvertir la materialidad de los hechos investigados, el actor procuró justificar su conducta aduciendo un desequilibrio del sistema nervioso provocado por el consumo de alcohol (fol. 34).-------------------------------------------------


En efecto, el actor manifestó que "...El día del hecho, ...concurrió al bailable denominado "Estadio Jardín", donde por invitación tomó Ginebra con Coca Cola, bebida que inmediatamente estimuló su sistema nervioso, causando desequilibrio del mismo a tal punto de no recordar que o cual fue su desenvolvimiento en la oportunidad..." (sic) (fol. 34).-------------------------------------------


Asimismo, las normas que se citan en la indagatoria -arts. "...423 inc. 17°); 424 inc. 14°); y Art. 422 c/ 224 y Art. 426 inc. 15°) de la R.L.P...." (fol 25), han sido redactas en forma clara y no contienen ambigüedades que puedan dar lugar a dudas acerca de los hechos que integran la conducta tipificada.------------------------------------


Es así que el art. 426 inc. 15° del R.L.O.P., citado en el acto definitivo, habilita las sanciones de mayor entidad con respecto a "Todo acto que comprometa el decoro del empleo y toda contravención a las órdenes policiales vigente, siempre que de ello resulte perjuicio para los intereses públicos o privados, dañe o afecte el prestigio de la Policía".--------------------------------------------


De la efectiva participación dada al interesado en el procedimiento administrativo sancionatorio, se deriva que no existió perjuicio para el pleno ejercicio de su derecho de defensa. Ello es así toda vez que de sus propias manifestaciones surge que no desconocía los hechos que se le imputaban, y en base a ellos presentó su descargo (fol. 34 expte. cit.).-------------------------------------------


Por lo demás sus posibilidades de defensa se ampliaron en sede judicial al contar con la etapa procesal oportuna para ofrecer y producir todas aquellas pruebas que resultaren conducentes para la resolución favorable del pleito.----------------------------------------------------


En mérito a lo expuesto, estimo que el agravio del recurrente deviene inconsistente al no demostrar la existencia de un perjuicio concreto y efectivo de su derecho de defensa, deficiencia que justifica su rechazo.--


17.- En lo que respecta a las objeciones formuladas por el apelante, vinculadas a la omisión de notificar las testimoniales producidas en el sumario -deficiencia esta que las tornaría nulas-, es dable esgrimir argumentos similares a los desarrollados en los puntos precedentes, con relación al contenido que debe asignarse al derecho de defensa, el cual constituye un principio axiológico que informa las normas de nuestro ordenamiento jurídico.-------


Sólo la existencia de un perjuicio concreto que imposibilite o restrinja al administrado sus posibilidades ciertas de ser oído y de ofrecer y producir las pruebas que deben ser meritadas en una resolución fundada, podrá configurar una razón válida para descalificar la actividad administrativa con sustento en esta causal.----------------


En relación a la prueba testimonial cuestionada, si bien es cierto que su recepción no fue debidamente notificada al agente, no es menos cierto -como bien lo sostiene el a-quo en su pronunciamiento-, que el Sr. Néstor Francisco Pelegrin, pese a tener la posibilidad de aportar los elementos de convicción que hacían a su derecho, renunció a tal oportunidad (cfr. fols. 32/34 y fs. 66).----


Ello torna inconsistente su posterior defensa en favor de la nulidad de la prueba testimonial receptada sin su presencia, pues el propio interesado nada hizo al efecto en la etapa oportuna, máxime cuando -tal como lo explicitó el Tribunal de mérito- las mismas no eran irreproducibles ni inconfirmables, razón por la cual bien pudieron ser ofrecidas y diligenciadas como prueba en la instancia judicial, donde el carácter imparcial de la jurisdicción revisoria ofrece amplias garantías para los administrados en la determinación de la verdad material u objetiva.------


18.- Finalmente, en cuanto a las costas de ambas instancias, atento la suerte seguida por la pretensión revocatoria deducida por el accionante, no encuentro mérito suficiente para apartarme del principio objetivo del vencimiento, razón por la cual corresponde imponerlas en su totalidad al accionante (art. 130 C.P.C., aplicable por remisión art. 13 Ley 7182).--------------------------------


Así voto.---------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ADAN LUIS FERRER, DIJO:-----------------------------------------


Adhiero al voto de la Señora Vocal preopinante, que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, voto en igual sentido.-------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA BERTA KALLER ORCHANSKY, DIJO:------------------------------


Considero que las razones dadas por la Señora Vocal Dra. Aída Lucía Teresa Tarditti deciden correctamente la primera cuestión planteada, y para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.---------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AIDA LUCIA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------


Corresponde: I) Rechazar el recurso de apelación deducido por la parte actora en contra de la Sentencia Número Treinta y nueve (fs. 58/72), de fecha veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cuatro (fs.58/72), dictada por la Cámara en lo Contencioso-administrativa de Primera Nominación, y en consecuencia confirmar la misma, con costas.------------------------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales por la labor desarrollada en esta instancia recursiva de los Dres. Luis J. León, Ademar A. Sticca y Lorenzo D. Barone -por la parte demandada-, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25 Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del art. 25 bis ib., en conjunto y proporcioón de ley, en el treinta y dos por ciento (32%) del mínimo de la escala del art. 34 ib. (arts. 37 y 38, Ley 8226), teniendo en cuenta las pautas establecidas en el art. 29 ib..----------------------------

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ADAN LUIS FERRER, DIJO:-----------------------------------------


Adhiero al voto de la Señora Vocal preopinante, que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, voto en igual sentido.-------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA BERTA KALLER ORCHANSKY, DIJO:------------------------------


Considero que las razones dadas por la Señora Vocal Dra. Aída Lucía Teresa Tarditti deciden correctamente la segunda cuestión planteada, y para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.---------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso-administrativa,----------

RESUELVE:--------------------------------------------------


I) Rechazar el recurso de apelación deducido por la parte actora en contra de la Sentencia Número Treinta y nueve (fs. 58/72), de fecha veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cuatro (fs.58/72), dictada por la Cámara en lo Contencioso-administrativa de Primera Nominación, y en consecuencia confirmar la misma, con costas.----------------------------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales por la labor desarrollada en esta instancia recursiva de los Dres. Luis J. León, Ademar A. Sticca y Lorenzo D. Barone -por la parte demandada-, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25 Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del art. 25 bis ib., en conjunto y proporcioón de ley, en el treinta y dos por ciento (32%) del mínimo de la escala del art. 34 ib. (arts. 37 y 38, Ley 8226), teniendo en cuenta las pautas establecidas en el art. 29 ib..----------------------------


Protocolícese, hágase saber, dése copia y bajen.

VOCALES: DRES. FERRER – TARDITTI – KALLER ORCHANSKY.

